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1. RESUMEN

La igualdad y la no discriminación se incluyen en el sistema de valores y entre los 
fines y principios de la UE. Además, el art. 21 TUE prevé que se tenga en cuenta 
el principio de igualdad en la acción exterior de la Unión, junto al respeto de los 
derechos humanos y a la dignidad de las personas, así como la defensa de los va-
lores europeos en las relaciones internacionales. Esto supone la consagración de 
la transversalidad de las políticas de género (mainstreaming de género), concepto 
técnico que no sustituye sino que completa a las tradicionales políticas de apoyo a 
las mujeres. 
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ABSTRACT
Equality and non-discrimination are included in the value system and among the 
purposes and principles of the European Union. In addition, article 21 of the Treaty 
on European Union sees that it is taken into account the principle of equality in 
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action outside the Union, together with the respect for human rights and dignity of 
persons, as well as the defense of European values ​​in international relations. This 
supposes the consecration of the mainstreaming of gender policies (gender main-
streaming) technical concept but does not replace the traditional comprehensive 
policies to support women.

KEY WORDS: Gender equality, mainstreaming, European Union legislation, 

2. INTRODUCCIÓN

La igualdad es un concepto complejo, rico en matices, que pese a ello es utili-
zado con gran ligereza tanto en el ámbito jurídico como en el político.  Por poner un 
ejemplo de la complejidad del tema, podemos recordar que nuestro ordenamiento 
constitucional contiene múltiples referencias a la igualdad, a la que considera una 
de sus “valores superiores”10,  un “principio que los poderes públicos tienen que 
garantizar”11 y un “derecho fundamental”12. Algo parecido ocurre actualmente en 
el Derecho comunitario, pues a pesar de que en los Tratados fundacionales la igual-
dad era una cuestión más plana, menos elaborada, las  sucesivas reformas han ido 
aumentando progresivamente su complejidad y su relevancia, de forma que actual-
mente también en este ordenamiento podemos distinguir la diversidad de facetas 
de la igualdad. Asimismo, hay que tener  cuenta que aunque tanto la igualdad y la 
no discriminación no solo tienen que ver con el factor género, sino que tienen ca-
rácter mucho más general, es cierto que   tanto el ordenamiento comunitario como 
nuestro ordenamiento interno hacen especial hincapié en la igualdad por razón de 
género, lo que tiene su justificación en que este tipo de desigualdades afectan a la 
mitad de la población, siendo cuantitativamente las más importantes. No obstante, 
también se preocupa el derecho comunitario de la consecución de la igualdad de 
oportunidades  en relación con otros factores, como puede ser de la nacionalidad 
(cuestión de gran trascendencia para un organismo que  integra actualmente a 27 
países) o la discapacidad.  

En todo caso,  la actual normativa comunitaria señala de manera muy clara 
que la perspectiva de género ha de ser un elemento transversal en los proyectos y  
actuaciones de la Unión Europea,   así como en las investigaciones por ella finan-
ciadas, como medio para evitar la perpetuación de las discriminaciones. 

10 Art. 1 CE: “1. España se constituye en un Estado social y democrático de Derecho, que 
propugna como valores superiores de su ordenamiento jurídico la libertad, la justicia, la igual-
dad y el pluralismo político.”

11 Art. 9 CE

12 Art. 14 CE
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3. LAS DISTINTAS REFERENCIAS A LA IGUALDAD DE 
OPORTUNIDADES EN LAS VERSIONES CONSOLIDADES DE 
LOS  TRATADOS  RESULTANTES DEL TRATADO DE LISBOA

Tras la entrada en vigor del Tratado de Lisboa, es el momento de analizar el trata-
miento que tiene la igualdad en las versiones consolidadas de los Tratados de la 
Unión Europea y el Tratado constitutivo de la Comunidad Europea. 

Referencias a la igualdad en el Tratado de la 
Unión  Europea

Igualdad como valor: 
Esta consideración se le da en el art. 2 del Tratado, que consagra el sistema de va-
lores que constituye el eje esencial de la Unión, incluyendo como tales, entre otros, 
“la igualdad”, “la no discriminación” y “la igualdad entre mujeres y hombres”. 
Igualdad como derecho: 
El art. 6 TUE reconoce los derechos, libertades y principios enunciados en la Carta 
de Derechos Fundamentales de la Unión Europea de 7 de diciembre de 2000, tal 
como se adaptó el 12 de diciembre de 2007 (DOUE C 303, 14 de diciembre de 
2007), y a la que otorga  el mismo valor jurídico que los Tratados. Con respecto al 
contenido de la Carta, hay que señalar que, sin perjuicio del reconocimiento del 
derecho a la libertad y a la seguridad (art. 6), las referencias directas al principio se 
incluyen en su  Título III (arts. 20 a 26) relativo a “Igualdad”, en que se integra el 
derecho de igualdad ante la ley, el principio de no discriminación, el reconocimien-
to a la diversidad cultural, religiosa y lingüística, y expresamente la “igualdad entre 
mujeres y hombres” (art. 23), garantizándola  “en todos los ámbitos, inclusive en 
materia de empleo, trabajo y retribución”, y permitiendo el mantenimiento de “ven-
tajas concretas a favor del sexo menos representado”. 
Igualdad como principio de actuación: 
El art. 3 TUE consagra los fines de la UE y sus principios. En el art. 3.3 se estable-
ce expresamente  que “la Unión combatirá la exclusión social y la discriminación” 
y “fomentará (…) la igualdad entre hombres y mujeres”.

Finalmente, el art. 21 TUE prevé que se tenga en cuenta el principio de igual-
dad en la acción exterior de la Unión, junto al respeto de los derechos humanos y a 
la dignidad de las personas, así como la defensa de los valores e intereses europeos 
en las relaciones internacionales. 
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Referencias a la igualdad en el Tratado de 
Funcionamiento de la Unión  Europea

El Tratado de Lisboa introduce novedades destacables en el Tratado de Funciona-
miento de la Unión Europea (TFUE), que se inicia con la regulación de las compe-
tencias de la Unión (arts. 2 a 6 TFUE), clasificadas en exclusivas de la Unión, com-
partidas (tales como política social, cohesión económica, social y territorial, y sobre 
espacio de libertad, seguridad y justicia), las de apoyo, coordinación o complemen-
to a los Estados Miembros (como educación, formación y cultura) y con disposicio-
nes específicas en otras materias (como investigación y desarrollo tecnológico). 

Pues bien, en lo relativo al tratamiento de la igualdad en este Tratado, podemos 
decir que entre las cuestiones más relevantes se encuentra el ya mencionado reco-
nocimiento del carácter transversal de la igualdad y las políticas de género, introdu-
cido por el Tratado de Amsterdam. En realidad, dicho Tratado recogió un concepto 
que acababa de ser definido por el Consejo Económico y Social de las Naciones 
Unidas (ECOSOC), el concepto de transversalización de la perspectiva de género 
(también conocido como Mainstreaming de género): “Transversalizar la perspectiva 
de género es el proceso de valorar las implicaciones que tiene para los hombres y 
para las mujeres cualquier acción que se planifique, ya se trate de legislación, polí-
ticas o programas, en todas las áreas y en todos los niveles. Es una estrategia para 
conseguir que las preocupaciones y experiencias de las mujeres, al igual que las de 
los hombres, sean parte integrante en la elaboración, puesta en marcha, control y 
evaluación de las políticas y de los programas en todas las esferas políticas, econó-
micas y sociales, de manera que las mujeres y los hombres puedan beneficiarse de 
ellos igualmente y no se perpetúe la desigualdad. El objetivo final de la integración 
es conseguir la igualdad de los géneros”13.

Así, entre las disposiciones de aplicación general (Título II, arts. 7 a 17), se 
prevé que, en todas sus acciones, la Unión tendrá como objetivo “eliminar las des-
igualdades entre el hombre y la mujer y promover su igualdad” (art. 8), incluyendo 
como contenido del mismo la lucha contra la violencia doméstica en todas sus 
formas (Declaración núm. 19 Aneja al Tratado sobre este precepto14), y que, “En la 

13  Es la definición dada en julio de 1997 por el Consejo Económico y Social de las Naciones 
Unidad. El mainstreaming de género se ha convertido hoy en día en uno de los elementos 
clave para conseguir la igualdad de oportunidades, reconocido tanto a nivel internacional 
como a nivel interno desde que fue adoptada como estrategia global para promover la igualdad 
de oportunidades en la IV Conferencia Mundial de las Naciones Unidas sobre las Mujeres de 
Pekín 1995. 

14 “La Conferencia conviene en que, en su empeño general por eliminar las desigualdades 
entre la mujer y el hombre, la Unión tratará en sus distintas políticas de combatir la violencia 
doméstica en todas sus formas. ES preciso que los Estados miembros adopten todas las medi-
das necesarias para prevenir y castigar estos actos delictivos y para prestar apoyo y protección 
a las víctimas”
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definición y ejecución de sus políticas y acciones, la Unión tratará de luchar contra 
toda discriminación por razón de sexo, raza u origen étnico, religión o convicciones, 
discapacidad, edad u orientación sexual” (art. 10).  Además, la Segunda Parte 
del Tratado, titulada “No discriminación y ciudadanía” (arts. 18-25)  incluye una 
serie de disposiciones al respecto.  De esta manera, el art. 18 prohíbe de manera 
específica las discriminaciones por razón de nacionalidad, lo que se completa en el 
art. 19 con la atribución al Consejo de la competencia para “adoptar acciones ade-
cuadas para luchar contra la discriminación por motivos de sexo, de origen racial o 
étnico, religión, convicciones, discapacidad, edad u orientación sexual”. Asimismo, 
establece que no obstante lo anterior, “el Parlamento y el Consejo podrán adoptar, 
con arreglo al procedimiento legislativo ordinario, los principios básicos de las me-
didas de la Unión de estímulo, con exclusión de toda armonización de las disposi-
ciones legales y reglamentarias de los Estados miembros, para apoyar las acciones 
de los Estados miembros emprendidas con el fin de contribuir a la consecución de 
los objetivos enunciados  (…)”

De esta manera, podemos decir que el principio antidiscriminatorio comunita-
rio no tiene un carácter omnicomprensivo y general al estilo del establecido en los 
ordenamientos internos, como el español. En realidad, el art. 19 TFUE se limita a 
configurar una competencia comunitaria sobre la materia, careciendo de contenido 
sustantivo directamente aplicable. Lo que reconoce este principio son específicas 
causas de discriminación prohibidas, con específicos regímenes jurídicos y especí-
ficas excepciones15.

Finalmente, el nuevo Tratado incluye disposiciones sobre la igualdad en la re-
gulación de la Política Social (Título X, arts. 151 a 161), entre cuyos objetivos se 
integran la mejora de las condiciones de vida y de trabajo, la equiparación por la 
vía del progreso, una protección social adecuada y la lucha contra las exclusiones, 
entre otros (art. 151). Por otra parte, se prevé que la Unión apoyará y completará 
la acción de los Estados Miembros respecto a la igualdad entre hombres y mujeres 
en relación a las oportunidades en el mercado laboral y al trato en el trabajo, y a la 
lucha contra la exclusión social, entre otras [art. 153.1.º, i) y j)]. 

Para finalizar, el art. 157 TFUE establece que cada Estado Miembro garantizará 
la aplicación de igualdad de retribución para un mismo trabajo o uno de igual valor. 
Además, se prevé que puedan adoptarse medidas para garantizar la aplicación de 
la igualdad y se mantiene la posibilidad de los Estados Miembros para mantener 
o adoptar medidas que ofrezcan ventajas concretas destinadas a facilitar al sexo 
menos representado el ejercicio de actividades profesionales o a evitar o compensar 
desventajas en sus carreras profesionales. 

15 Vid. Ballester Pastor, A. (2010, pp. 17 y ss. )
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4. ALGUNAS CONSIDERACIONES SOBRE LA IGUALDAD 
COMO DERECHO EN EL TRATADO DE LISBOA

Como hemos visto en el apartado anterior, el Tratado de Lisboa soluciona el proble-
ma de la inexistencia de una Carta Comunitaria de Derechos Fundamentales (tras 
el frustrado proyecto de Constitución Europea de 2004) por la vía de reconocer los 
derechos, libertades y principios enunciados en la Carta de Derechos Fundamen-
tales de la Unión Europea de 7 de diciembre de 2000, tal como se adaptó el 12 
de diciembre de 2007 (DOUE C 303, 14 de diciembre de 2007), otorgándole   el 
mismo valor jurídico que los Tratados16. Asimismo, establece que los derechos, 
libertades y principios enunciados en la Carta se interpretarán de acuerdo con su 
Titulo VII (por las que se rige su interpretación y aplicación) y teniendo debidamen-
te en cuenta las explicaciones a que se hace referencia en la Carta, que indican las 
fuentes de dichas disposiciones. 

De esta manera, cuando la UE proponga y aplique la legislación, deberá respe-
tar los derechos establecidos en la Carta, y los Estados miembros también tendrán 
que hacerlo cuando apliquen la legislación de la UE.

También se establece que la Unión se adherirá al Convenio Europeo para la 
Protección de los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales, de manera 
que los derechos fundamentales que en este se garantizan y los que son fruto de 
las tradiciones constitucionales comunes a los Estados miembros formarán parte 
del Derecho de la Unión como principios generales. 

La igualdad en la Carta de los Derechos 
Fundamentales de la Unión Europea y en el 
Convenio Europeo para la Protección de los 
Derechos Humanos

El Preámbulo de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea 
señala que la Unión está fundada sobre los valores indivisibles y universales de 
la dignidad humana, la libertad, la igualdad y la solidaridad. Con esta declaración 
como punto de partida, el Capítulo III tiene como título “Igualdad”, formando parte 
de su contenido este y otros derechos. En concreto, el art. 20 consagra la igual-
dad ante la ley (“Todas las personas son iguales ante la ley”), para a continuación 
establecer la prohibición de  discriminaciones. En este sentido, el art.  21 prohíbe 

16 Art. 6 TUE
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toda discriminación y, en particular, la ejercida por determinadas razones17; se trata 
por tanto de un  precepto antidiscriminatorio con causa abierta pero con mención 
específica de causas prohibidas; la nacionalidad queda enunciada como causa de 
discriminación prohibida, pero dentro del “ámbito de aplicación de los Tratados y 
sin perjuicio de sus disposiciones particulares”; no hay especificación de ámbito 
aplicativo del derecho a la no discriminación, por lo que no se limita exclusivamen-
te al ámbito laboral. Por otra parte, el art. 23 consagra específica y separadamente 
el  derecho a la igualdad por razón de género, reconociendo expresamente su apli-
cación en todos los ámbitos (no sólo los laborales) y admitiendo la validez comuni-
taria de las medidas de acción positiva18.

El establecimiento del principio antidiscriminatorio en el art. 21 de la Carta 
tiene como referente el art. 14 del Convenio Europeo de Derechos Humanos19, al 
que se adhiere la Unión en virtud del art. 6.3 del TUE. Dicho convenio cuenta ade-
más con un Protocolo de 2000, que incide en el deber que tienen los Estados de 
asegurar el goce de los derechos reconocidos en la ley sin ninguna discriminación. 
Es el Protocolo nº 12 al Convenio, dedicado íntegramente a promover la igualdad 
de todos mediante la garantía colectiva de la prohibición general de discriminación, 
y donde se reitera que el principio de no discriminación no impide a los Estados to-
mar medidas para promover una igualdad plena y efectiva, siempre que respondan 
a una justificación objetiva y razonable. Esto supone un reconocimiento expreso 
de las medidas de acción positiva, teniendo en cuenta que los artículos 1 y 2 del 
Protocolo (Prohibición general de la discriminación y aplicación territorial) se con-
sideran artículos adicionales al Convenio20. 

En lo referente al valor jurídico de los derechos reconocidos en la Carta, ya he-
mos mencionado ut supra que el art. 6.1 del Tratado establece que tendrá “el mis-
mo valor jurídico que los tratados”; en cuanto a su interpretación y aplicación, el 
propio 6.3 TUE nos remite a las disposiciones generales del título VII de la Carta, 

17  Por razón de sexo, raza, color, orígenes étnicos o sociales, características genéticas, len-
gua, religión o convicciones, opiniones políticas o de cualquier otro tipo, pertenencia a una 
minoría nacional, patrimonio, nacimiento, discapacidad, edad u orientación sexual.

18  Art. 23: “La igualdad entre hombres y mujeres será garantizada en todos los ámbitos, 
inclusive en materia de empleo, trabajo y retribución. El principio de igualdad no impide el 
mantenimiento o la adopción de medidas que ofrezcan ventajas concretas a favor del sexo 
menos representado.”

19  Art. 14: Prohibición de discriminación: El goce de los derechos y libertades reconocidos en 
el presente convenio ha de ser asegurado sin distinción alguna, especialmente por razones de 
sexo, raza, color, lengua, religión, opiniones políticas u otras, origen nacional o social, perte-
nencia a una minoría nacional, fortuna, nacimiento o cualquier otra situación.”

20 “Art. 1.1. El goce de los derechos reconocidos por la ley ha de ser asegurado sin discrimi-
nación alguna, en particular por razones de sexo, raza, color, lengua, religión, opiniones políti-
cas o de otro carácter, origen nacional o social, pertenencia a una minoría nacional, fortuna, 
nacimiento o cualquier otra situación. 2. Nadie podrá ser objeto de discriminación por parte  
de una autoridad pública, en particular por los motivos mencionados en el apartado 1.”
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por lo que merece la pena recordar que el art. 51 establece que las disposiciones 
de la Carta están dirigidas a las instituciones y órganos de la Unión, respetando el 
principio de subsidiariedad, así como a los Estados miembros únicamente cuan-
do apliquen el Derecho de la Unión. De esta manera, los estados respetarán los 
derechos, observarán los principios y promoverán su aplicación, con arreglo a sus 
respectivas competencias. 

El desarrollo de estos derechos en las 
Directivas comunitarias

Como se ha observado al hablar de la igualdad y la no  discriminación en los Tra-
tados comunitarios, aunque se consagran con carácter general, sin dar una lista 
cerrada de las causas de discriminación prohibidas, la Unión Europea le da una 
especial relevancia a la igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres y a la 
no discriminación por razón de sexo y,  dentro de ella, a su desarrollo en el ámbito 
de las relaciones laborales y mercado de trabajo. 

Esta importancia tiene su reflejo en la legislación derivada de forma tal que 
podemos decir que, en la actualidad, la legislación comunitaria en materia de 
igualdad de género constituye un pilar fundamental de la política de igualdad de 
oportunidades en Europa. Desde la entrada en vigor del Tratado  de Roma se han 
adoptado diversas directivas europeas en el ámbito de igualdad de trato entre mu-
jeres y hombres, todas ellas vinculantes para los Estados miembros de la Unión, 
que están obligados a transponer esas normas comunitarias a sus legislaciones na-
cionales. De estas, algunas han sido derogadas o refundidas en otras posteriores21. 
Esta legislación regula una amplia gama de cuestiones en el ámbito de la igualdad 
de género, entre las que destacan el derecho a la igualdad de trato entre hombres y 
mujeres en el trabajo, las retribuciones laborales, la seguridad social y el acceso a 
bienes y servicios. Asimismo, ofrecen un régimen especial de protección a las mu-
jeres embarazadas y a las que acaban de tener hijos, y se establece una normativa 
común en cuanto a las mujeres que ejercen una actividad laboral autónoma y a los 
cónyuges que les ayudan.

Con esta base se fomenta la igualdad y se garantiza el principio de no dis-
criminación, pues los ciudadanos tienen la capacidad necesaria para interponer 
acciones judiciales ante los tribunales nacionales siempre que consideren que sus 
derechos han sido violados.

Actualmente, el desarrollo de la igualdad de oportunidades y la no discrimina-
ción a través de Directivas comunitarias se articula en torno a varios temas que, 

21 A fin de aumentar la transparencia, la claridad y la coherencia de la legislación, en 2006 
la UE adoptó una directiva en virtud de la cual se agrupaban en un solo texto todas las dis-
posiciones relativas a la igualdad de retribución, a los regímenes profesionales y a la carga de 
la prueba. 
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como veremos, se centran mucho en el ámbito laboral  pero también alcanzan a 
otros aspectos:  
1. 	Principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres fuera del mercado labo-

ral: Está regulado por medio de la Directiva 2004/113/CE del Consejo, de 13 de 
diciembre de 2004, por la que se aplica el principio de igualdad de trato entre 
hombres y mujeres al acceso a bienes y servicios y su suministro. 

2. 	La igualdad de oportunidades e igualdad de trato entre hombres y mujeres en 
asuntos de empleo y ocupación: Actualmente está en vigor la Directiva 2006/54/
CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 de julio de 2006, relativa a la 
aplicación del principio de igualdad de oportunidades e igualdad de trato entre 
hombres y mujeres en asuntos de empleo y ocupación. Se trata de una refundi-
ción de Directivas anteriores, con el objetivo de simplificar, modernizar y mejo-
rar la legislación comunitaria en el ámbito de la igualdad de trato entre hombres 
y mujeres en asuntos de empleo y ocupación; con esta finalidad, reúne en un 
único texto las disposiciones de las directivas relativas a este tema, con el fin 
de hacerlas más claras y eficaces. Derogó la  Directiva 75/117/CEE del Consejo, 
de 10 de febrero de 1975, relativa a la aproximación de las legislaciones de los 
Estados Miembros que se refieren a la aplicación del principio de igualdad de 
retribución entre los trabajadores masculinos y femeninos, la Directiva 76/207/
CEE del Consejo, de 9 de febrero de 1976, relativa a la aplicación del principio 
de igualdad de trato entre hombres y mujeres en lo que se refiere al acceso al 
empleo, a la formación y a la promoción profesionales, y a las condiciones de 
trabajo, la Directiva 86/378/CEE del Consejo de 24 de julio de 1986 relativa a 
la aplicación del principio de igualdad de trato entre hombres y mujeres en los 
regímenes profesionales de seguridad social y la Directiva 97/80/CE del Conse-
jo de 15 de diciembre de 1997 relativa a la carga de la prueba en los casos de 
discriminación por razón de sexo

3.	 La actividad autónoma, incluidas las actividades agrarias: La igualdad en este 
tipo de actividades es el tema regulado por la Directiva 2010/41/UE del Par-
lamento Europeo y del Consejo, de 7 de julio de 2010, sobre la aplicación del 
principio de igualdad de trato entre hombres y mujeres que ejercen una acti-
vidad autónoma, y por la que se deroga la Directiva 86/613/CEE del Consejo.  
Los Estados miembros pondrán en vigor las disposiciones legales, reglamenta-
rias y administrativas necesarias para dar cumplimiento a lo establecido en la 
presente Directiva a más tardar el 5 de agosto de 2012. 

4.	 Los permisos parentales: Se ha producido una importante ampliación de estos 
derechos a través de la reciente Directiva 2010/18/UE del Consejo, de 8 de 
marzo de 2010, por la que se aplica el Acuerdo marco revisado sobre el per-
miso parental, celebrado por BUSINESSEUROPE, la UEAPME, el CEEP y la 
CES, y se deroga la Directiva 96/34/CE.  Los interlocutores sociales europeos 
celebraron un nuevo Acuerdo Marco sobre el permiso parental, que amplía la 
duración del permiso parental a cuatro meses para cada progenitor. Se aplica 
a todos los trabajadores y a cualquier tipo de contrato, representando un me-
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dio para conciliar mejor las responsabilidades profesionales y familiares de los 
trabajadores y para promover la igualdad de trato entre hombres y mujeres. Los 
Estados miembros pondrán en vigor las disposiciones legales, reglamentarias y 
administrativas necesarias para dar cumplimiento a lo establecido en la presen-
te Directiva o se asegurarán de que los interlocutores sociales hayan establecido 
las disposiciones necesarias mediante acuerdo, a más tardar el 8 de marzo de 
2012. 

5.	 La protección de las mujeres embarazadas, que hayan dado a luz o en período 
de lactancia: Es la materia regulada por medio de la Directiva 92/85/CEE del 
Consejo de 19 de octubre de 1992 relativa a la aplicación de medidas para pro-
mover la mejora de la seguridad y de la salud en el trabajo de la trabajadora em-
barazada, que haya dado a luz o en período de lactancia (décima Directiva es-
pecífica con arreglo al apartado 1 del artículo 16 de la Directiva 89/391/CEE). 
Esta Directiva establece directrices para la evaluación de los riesgos vinculados 
a los agentes químicos, físicos o biológicos, así como a los procedimientos in-
dustriales, los movimientos y las posturas y las cargas físicas y mentales. Pre-
vé medidas provisionales para proteger a las mujeres embarazadas, que hayan 
dado a luz o en período de lactancia contra estos riesgos y prohíbe completa-
mente la exposición a algunos agentes químicos, físicos o biológicos. Además, 
diversas disposiciones particulares regulan el trabajo nocturno, el permiso de 
maternidad, los exámenes prenatales, los derechos inherentes al contrato de 
trabajo y la protección contra los despidos discriminatorios. La Directiva exhorta 
a los Estados miembros a que hagan lo necesario para que cualquier mujer que 
se considere perjudicada por el incumplimiento de las medidas pueda hacer 
valer sus derechos. 

6.	 Seguridad social: La Directiva 79/7/CEE del Consejo, de 19 de diciembre de 
1978 se ocupa de regular la aplicación progresiva del principio de igualdad de 
trato entre hombres y mujeres en materia de seguridad social, respondiendo al 
interés que desde un momento histórico muy temprano mantuvo la Comunidad 
Europea por la eliminación de las desigualdades en todos los ámbitos. 

Aunque la mayoría de las Directivas se ocupan de la igualdad entre mujeres y hom-
bres, también hay algunas Directivas que desarrollan el derecho a la igualdad en re-
lación con otros factores, no solo el sexo de las personas. Es el caso de la Directiva 
2000/78/CE del Consejo, de 27 de noviembre de 2000, relativa al establecimiento 
de un marco general para la igualdad de trato en el empleo y la ocupación, cuyo ob-
jeto es  establecer un marco general para luchar contra la discriminación por moti-
vos de religión o convicciones, de discapacidad, de edad o de orientación sexual en 
el ámbito del empleo y la ocupación, con el fin de que en los Estados miembros se 
aplique el principio de igualdad de trato; en la misma línea, la Directiva 2000/43/
CE del Consejo, de 29 de junio de 2000, se ocupa de cuestiones relativas a la 
aplicación del principio de igualdad de trato de las personas independientemente 
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de su origen racial o étnico. Esta última recoge los conceptos de discriminación 
directa e indirecta, y se aplica en relación no solo con el empleo y la ocupación, 
sino en otros muchos ámbitos como en la actividad por cuenta propia y al ejercicio 
profesional, el acceso a todos los tipos y niveles de orientación profesional, forma-
ción profesional, formación profesional superior y reciclaje, incluida la experiencia 
laboral práctica, la afiliación y participación en una organización de trabajadores 
o de empresarios, o en cualquier organización cuyos miembros desempeñen una 
profesión concreta, incluidas las prestaciones que éstas concedan, la protección 
social, incluida la seguridad social y la asistencia sanitaria,  las ventajas sociales, 
la educación y el acceso y oferta de bienes y servicios disponibles para el público, 
incluida la vivienda.

Este importante acervo legislativo nos lleva a que contemos actualmente con 
una serie de conceptos muy consolidados a este nivel. Nos referimos, fundamental-
mente, al concepto de discriminación directa y discriminación indirecta, así como 
al de acoso definidos en las Directivas 2000/78/CE y 2006/54/CE tanto en relación 
con la discriminación por razón de sexo como con respecto a motivos raciales o ét-
nicos, de cuya casuística se ha ocupado asimismo la jurisprudencia del TJ: 

Discriminación directa:
A. Por razón de sexo: la situación en que una persona sea, haya sido o pudiera 

ser tratada por razón de sexo de manera menos favorable que otra en situación 
comparable. 

B.Por motivos raciales o étnicos: cuando, por motivos de origen racial o étnico, una 
persona sea tratada de manera menos favorable de lo que sea, haya sido o vaya 
a ser tratada otra en situación comparable.

Discriminación indirecta: 
A. Por razón de sexo: la situación en que una disposición, criterio o práctica 

aparentemente neutros sitúan a personas de un sexo determinado en desventaja 
particular con respecto a personas del otro sexo, salvo que dicha disposición, 
criterio o práctica pueda justificarse objetivamente con una finalidad legítima y 
que los medios para alcanzar dicha finalidad sean adecuados y necesarios.

B. Por motivos raciales o étnicos: cuando una disposición, criterio o práctica 
aparentemente neutros sitúe a personas de un origen racial o étnico concreto en 
desventaja particular con respecto a otras personas, salvo que dicha disposición, 
criterio o práctica pueda justificarse objetivamente con una finalidad legítima 
y salvo que los medios para la consecución de esta finalidad sean adecuados y 
necesarios

C.	Acoso (por razón de sexo): la situación en que se produce un comportamiento 
no deseado relacionado con el sexo de una persona con el propósito o el efecto 
de atentar contra la dignidad de la persona y de crear un entorno intimidatorio, 
hostil, degradante, humillante u ofensivo; Acoso sexual: la situación en que 
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se produce cualquier comportamiento verbal, no verbal o físico no deseado 
de índole sexual con el propósito o el efecto de atentar contra la dignidad de 
una persona, en particular cuando se crea un entorno intimidatorio, hostil, 
degradante, humillante u ofensivo; Acoso: comportamiento no deseado 
relacionado con el origen racial o étnico que tenga como objetivo o consecuencia 
atentar contra la dignidad de la persona y crear un entorno intimidatorio, hostil, 
degradante, humillante u ofensivo. Todos estos comportamientos se consideran 
discriminatorios. 

5. CUESTIONES GENERALES SOBRE LA 
TRANSVERSALIDAD O MAINSTREAMING DE GÉNERO Y 
SU PLASMACIÓN EN EL TRATADO DE LISBOA

La relevancia que se le viene dando a nivel internacional al llamado mainstreaming 
de género, a partir de la Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer, celebrada 
en Beijing en 1995 ha tenido su reflejo en el Tratado de Lisboa, que incide en la 
transversalidad de las políticas de género en la Unión Europea en la línea iniciada 
por el Tratado de Amsterdam. Dada la importancia práctica de este principio, que 
determina la actuación de la Unión en esta materia, reviste especial interés dete-
nerse en su consideración. 

La definición del Grupo de expertos del Consejo de Europa, que se refiere prin-
cipalmente al ámbito de la Unión Europea, destaca cinco elementos clave en la 
implantación de la estrategia del mainstreaming de género:
1. 	Un cambio en el concepto de igualdad de género, más amplio del existente. 

Dicho concepto incluye no solamente igualdad de iure sino también de facto. 
La igualdad de facto requiere la adopción de una serie de estrategias muy va-
riadas, que incluyen desde la clásica igualdad de oportunidades a las acciones 
positivas, pasando por el mainstreaming y a otros instrumentos. Además se 
exige la aplicación de ‘una perspectiva de género y no un enfoque limitado a los 
problemas de las mujeres’22, esto cual significa tener en cuenta las relaciones 
entre mujeres y hombres, y la manera en que los roles asignados a cada sexo 
afectan a las oportunidades y el estilo de vida del otro. 

2. 	 La incorporación de la perspectiva de género en la agenda política dominante. 
De esta manera,  los problemas de igualdad de género tienen que ser tratados 
dentro de los trabajos sobre la educación, sobre el transporte o cualquiera que 
sea el tema sobre el que se esté actuando23. En cada ámbito político habrá que 
hacer referencia a los temas de género y consideraciones relativas a la medida 

22 CONSEJO DE EUROPA, (1999, p. 32) 

23 CONSEJO DE EUROPA, op. cit., p. 25.



II - CAPÍTULO 8: Mª Teresa Velasco Portero 163

en la que una iniciativa política podría afectar a mujeres y hombres de forma 
diferente.

3. 	 La inclusión y la participación de las mujeres en instituciones y procesos de 
toma de decisiones. El mainstreaming de género requiere conseguir la demo-
cracia paritaria, que es la igual representación de mujeres y hombres en la 
toma de decisiones. Un número siempre creciente de previsiones de la Unión 
Europea sostienen la necesidad de una participación equilibrada de mujeres y 
hombres en el proceso de toma de decisiones y en los comités y grupos de ex-
pertos de la Comisión24. La Decisión de la Comisión 2000/407 recomienda que 
la participación de las mujeres sea, al menos, del 40%.

4. 	 La prioridad dada a las políticas de igualdad de género y a las que tienen espe-
cial relevancia para las mujeres (como por ejemplo las políticas social y fami-
liar), con el objetivo de conseguir la igualdad sustancial. 

5. 	Un cambio en las culturas institucional y organizativa, produciéndose una  co-
operación horizontal en asuntos de género entre todos los ámbitos, departa-
mentos y niveles (nacional, regional y local) políticos y el uso de herramientas 
y técnicas adecuadas para integrar la variable de género en todas las políticas, 
hacer un seguimiento y evaluar estas últimas desde la perspectiva de géne-
ro. La recogida de datos estadísticos desagregados por género y la realización 
de encuestas, pronósticos o análisis de coste-beneficio desde una perspectiva 
de género permiten trazar con mayor precisión la situación socioeconómica de 
ambos sexos y ofrecen información sobre el impacto que puedan tener las deci-
siones políticas en las diversas condiciones de vida de mujeres y hombres. Los 
métodos de evaluación del impacto de género permiten analizar con antelación 
las consecuencias que una determinada propuesta política podría tener para 
la igualdad de género, con el fin de poder remediar los efectos negativos antes 
de que se tome la decisión. Asimismo, supone incluir entre los actores de las 
políticas tanto a expertos en igualdad como a la propia sociedad civil. 

Conforme a las recomendaciones de los expertos del Consejo de Europa, una co-
rrecta aplicación del mainstreaming de género exige el cumplimiento de los cinco 
requisitos descritos, es decir un concepto más amplio de igualdad de género, la 
incorporación de la perspectiva de género en la agenda política dominante, la parti-
cipación equilibrada de las mujeres en los procesos de toma de decisiones, la prio-
ridad otorgada a las políticas de género y a las que tienen especial relevancia para 

24 Véase CONSEJO, “Recomendación 96/694 del Consejo relativa a la participación equili-
brada de las mujeres y de los hombres en el proceso de toma de decisiones”, DOCE (1996) 
L 319/11; CONSEJO, “Decisión 182/1999 del Parlamento Europeo y del Consejo”, DOCE 
(1999) L 26/1; COMISIÓN, “Decisión 2000/407 sobre el equilibrio entre hombres y mujeres 
en los comités y los grupos de expertos creados por la Comisión”, DOCE (2000) L 154/34; 
COMISIÓN, “Comunicación de la Comisión a los Estados Miembros sobre la Decisión relativa 
a equilibrio entre hombres y mujeres en los comités y los grupos de expertos creados por la 
Comisión”, DOCE (2000) C 203/4.
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las mujeres, y un cambio de las estructuras institucional y organizativa que afecta 
al proceso político, los mecanismos y los actores políticos.

En todo caso, y pese a su importancia, hay que señalar que la estrategia de 
transversalización no elimina la necesidad de elaborar políticas y programas espe-
cíficamente destinados a las mujeres, así como una legislación positiva en su favor; 
tampoco elimina la necesidad de unidades o coordinadores para las cuestiones de 
género. Es decir, la transversalización es una estrategia complementaria, no susti-
tutiva de estas otras medidas. 

Dado que la transversalización de la perspectiva de género ya estaba recogida 
por el Tratado de Lisboa25, la Unión Europea lleva años desarrollando este tipo de 
estrategias, definidas y desarrolladas en la Comunicación de la Comisión, de 21 
de febrero de 1996, “Integrar la igualdad de oportunidades entre las mujeres y 
los hombres en el conjunto de las políticas y acciones comunitarias”. Según este 
documento, el concepto de transversalidad consiste en tener en cuenta de forma 
sistemática las diferencias entre las condiciones, situaciones y necesidades de las 
mujeres y de los hombres en el conjunto de las políticas y acciones comunitarias, lo 
que requiere un esfuerzo de movilización de todas las políticas.

En dicha Comunicación se detallan las principales líneas de acción a seguir 
en los distintos ámbitos: empleo y mercado de trabajo, mujeres empresarias en las 
PYME, incluir la igualdad de oportunidades como objetivo específico o prioridad 
adicional en materia de educación y formación, lucha contra la violencia hacia las 
mujeres y de lucha contra el tráfico de personas y la rehabilitación en la sociedad 
de las víctimas de este tráfico, integración de la transversalidad en las políticas de 
cooperación al desarrollo, política de comunicación e igualdad de oportunidades en 
la propia política de personal de la Comisión.  Asimismo, la Comunicación pone de 
relieve el papel que desempeñan los Fondos Estructurales, que constituyen el prin-
cipal instrumento financiero de la Comunidad y cuya intervención afecta a varios 
ámbitos de la promoción de la igualdad de oportunidades. 

Es de esperar que la afirmación y consolidación del principio realizada en el 
Tratado de Lisboa repercuta en un reforzamiento de este tipo de estrategias. 

25 Sobre el principio de transversalidad en el Derecho comunitario, vid. LOUSADA ARO-
CHENA, J.F., El principio de transversalidad de la dimensión de género, MTAS, 2007, pp. 
17 y ss.
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